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(Sin corregir) 


PRESIDEN: Señores Representantes Carlos Maseda y Gustavo Guarino, Vicepresidente. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alberto Casas, Richard Charamelo, Carlos Enciso Christiansen, 
Rodrigo Goñi Romero, Aníbal Pereyra, Hermes Toledo Antúnez y Homero Viera. 


DELEGADOS 
DESECTOR: — Señores Representantes Fernando Longo Fonsalías y Guido Machado. 


CONCURREN: Señores Representantes José Carlos Cardoso y Gonzalo Novales. 


INVITADOS: Por la Asociación de Escribanos del Uruguay, escribanas Sara Castro, Presidenta; Lidia 
López, Secretaria y María del Huerto Aunchayna. 


SEÑOR PRESIDENTE (Maseda).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Corresponde considerar el primer punto del orden del día, relativo a la elección del Vicepresidente de la 
Comisión. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Al comienzo de esta Legislatura se realizó un acuerdo interno en el 
Frente Amplio, a quien le correspondía la Presidencia de la Comisión, para designar al señor Diputado 
Maseda; luego, hubo un acuerdo interpartidario y se resolvió que también la Vicepresidencia 
correspondería al Frente Amplio. Por lo tanto, nosotros proponemos que el Vicepresidente de la 
Comisión sea el señor Diputado Guarino. 


(Apoyados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——— Cinco en seis: AFIRMATIVA. 


SEÑOR GUARINO.- Agradezco a los compañeros de trabajo de mucho tiempo en esta Comisión pues 
siempre es un honor que se ratifique la confianza. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para nosotros es una satisfacción compartir con el compañero la 
representatividad de la Comisión. 


En estos días, la Comisión ha tenido contacto telefónico y personal con la Asociación de Escribanos del 
Uruguay, que la pasada semana nos pidió una entrevista; nosotros respondimos que esa resolución debía ser 
resuelta por la Comisión. No quisimos asumir la decisión de otorgar o no la entrevista. 


A partir de esas conversaciones que llevó adelante la Secretaría recibimos una nota pidiendo ser recibidos por 
la Comisión. 


(Se lee una nota de la Asociación de Escribanos del Uruguay) 


——- Yo planteé a los representantes de la Asociación que este asunto sería considerado por la Comisión y 
resuelto por los señores Diputados. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Propongo que votemos favorablemente. 


SEÑOR PEREYRA.- Previamente, quiero comentar que, en el momento en que llegaba a acá, me 
llamó el Diputado José Carlos Cardoso, quien me pidió que planteara en la Comisión si podríamos 
esperar al señor Diputado Casas y a él por un término de quince minutos. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- En este tiempo podríamos recibir a la Asociación de Escribanos del 
Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero que quede claro que tenemos dos documentos: uno, con algunas 
modificaciones, que fue repartido, y otro, que es el presentado por la Asociación de Escribanos del 
Uruguay. 


SEÑOR PEREYRA.- La única diferencia que tiene el nuevo proyecto que presentamos con respecto al 
considerado en la sesión anterior de la Comisión es el artículo 2”, donde está comprendida gran parte 
de la discusión que tuvimos en esa instancia. Por esta disposición se deja expresamente fuera de la 
afectación a aquellas parcelas que hubieran cancelado su pago antes de 1948, y se establece el 
mecanismo para hacerlo. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- En la medida en que los escribanos vienen con una idea y, según las 
palabras del señor Diputado Pereyra, estamos manejando otra, sugiero que se les plantee de entrada 
cuáles son las modificaciones que está previendo el Gobierno acá, ya que cambia sustancialmente la 
discusión de todo lo que hemos estado haciendo estos días, para evitar que ellos hagan un alegato sobre 
lo que, en realidad, no se va a discutir. Quizás lo que haya que discutir es por qué se establece “podrá 
declarar salidas de su administración”, como estoy viendo acá, y no simplemente “declarará”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una aclaración en función de que ayer conversé con la 
Presidenta de la Asociación. Exceptuando esta última modificación que mencionó el señor Diputado 
Pereyra, los escribanos le hacen algunas modificaciones solo de redacción al documento presentado por 
nosotros, “autorice” por “autoriza”, “ley sustitutiva” en vez de “ley” que son de mecánica 
parlamentaria y el inciso c) del artículo 3” comienza diciendo: “Se convalidan las subdivisiones”. Lo 
medular del planteo de la Asociación de Escribanos del Uruguay, porque en lo demás están de acuerdo, 
está en el inciso tercero que la Asociación agregó del artículo 70. La propuesta de la Asociación es la 
siguiente: “Las fracciones enajenadas por el Banco Hipotecario del Uruguay, con anterioridad a la a 
Ley 11.029 del 12 de enero de 1948, o las que formaban parte de las colonias creadas con anterioridad a 
esa Ley, incluso las privadas, escrituradas o no, no se encuentran afectadas ni comprendidas por las 
disposiciones de esta Ley y continuarán rigiéndose por el Derecho común”. Esta cuestión es el centro 
de la discusión. 


Quería adelantar la posición de la Asociación de Escribanos del Uruguay para avanzar y para que sepamos 
que este es el tema que está a consideración. 


(Ingresa a Sala autoridades de la Asociación de Escribanos del Uruguay) 


——- La Comisión tiene el agrado de recibir a la Presidenta de la Asociación de Escribanos del Uruguay, 
escribana Sara Castro, a la Secretaria, escribana Lidia López y a la escribana María del Huerto Aunchayna. 


En el día de ayer iniciamos un proceso de conversación telefónica, de intercambio y quedamos 
comprometidos en que la nota que habían enviado las escribanas a la Comisión iba a ser considerada antes de 
que ingresaran a Sala. 


SEÑORA CASTRO.- Agradecemos la deferencia que han tenido; sabemos que disponen de poco 
tiempo. 


Brevemente, planteamos algunas modificaciones al último proyecto que iba a ser presentado por el señor 
Senador Saravia. Inclusive, en el despacho del señor Diputado hicimos las observaciones que el proyecto nos 
merecía, pero aparentemente no es el que se va a tratar hoy. El artículo 2* no es el que habíamos leído y al 
que le hicimos las modificaciones. ¿Es un proyecto diferente el que se está tratando hoy o es el mismo que 
consideramos en el día de ayer? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros presentamos un proyecto en la Comisión. En el día de ayer 
conversamos con ustedes y les adelantamos que la bancada estaba trabajando en coordinación con el 
Poder Ejecutivo respecto a algunas modificaciones sobre la seguridad jurídica, pero todavía no las 
teníamos. En el día de hoy le hicimos fotocopia y se lo hicimos llegar a todos los señores legisladores. Se 
trata de la última modificación que la bancada de Diputados del Frente Amplio conjuntamente con el 
Poder Ejecutivo le ha entregado a la Comisión. Se para Castro.- Tuvimos poco tiempo para hacer un 
estudio más profundo. 


SEÑORA LÓPEZ.- Cuando en el día de ayer le dejamos las correcciones al Presidente de la Comisión, 
eran sobre el otro proyecto; por suerte nos enteramos antes, si no veníamos a contarles un libro viejo. 


En primer lugar, aunque leímos la versión taquigráfica de la sesión anterior de la Comisión, la Asociación de 
Escribanos del Uruguay no va a contestar nada porque nos parece que no corresponden determinadas 
alusiones y cuestiones; vamos a ir hacia delante y a tratar de solucionar esto de la mejor manera para todos. 
Luego, les haremos llegar una nota explicando determinadas cuestiones. 


Por otro lado, vemos que el artículo 2* de este nuevo proyecto establece: “El Directorio por mayoría simple 
de votos, podrá declarar salidas de su administración y del régimen instituido por la Ley N* 11.029...,”. No lo 
voy a leer porque ustedes ya lo tienen presente. 


En definitiva, seguimos con el problema en el sentido de que los bienes adquiridos que correspondían al 
Banco Hipotecario del Uruguay siguen en la misma situación en la que estaban antes, es decir, siguen 
afectados. La desafectación ya estaba prevista en la Ley N* 11.029, no es algo nuevo; lo único que se cambia 
es que en lugar de exigir cuatro votos, como lo establece la Ley N* 11.029, se exigen tres en un Directorio de 
cinco miembros. Es el único cambio, pero en realidad no cambia nada porque esa facultad ya la tenía el 
Instituto Nacional de Colonización desde su creación. El Instituto siempre tuvo la facultad de deshabilitar o 
de desafectar las colonias bajo determinadas circunstancias previstas en la propia norma muy bien 
explicadas. En esencia no se cambia nada. 


Queda después la exigencia de que una vez desafectadas las colonias, deberán ofrecerse al Instituto cuando 
son predios de más de quinientas hectáreas, por el mismo plazo y precio y con las mismas condiciones y que 
cuando se trata del Ente no se necesita seña; es un tema de procedimiento. 


Como escribana deseo hacer una aclaración. La última parte del artículo 2” establece: *“*..., así como el 
escribano que otorgue la documentación...”. Los escribanos no otorgamos, los escribanos autorizamos; las 
partes otorgan. El procedimiento sigue siendo individual, es decir, para desafectar cualquier bien el 
interesado debe presentarme individualmente, solicitar y el Instituto queda facultado o sea que el criterio del 
Instituto es discrecional para otorgar o no la desafectación del bien. En nuestro concepto, no se agrega nada a 
las facultades que el Instituto ya tiene, se cambian nada más que las mayorías, pero en definitiva no hay una 
solución de fondo. Es más: como la desafectación no es algo tan común, uno no se acuerda que este instituto 
existe, pero ya estaba previsto en la Ley N* 11.029; la situación no cambia. Tal vez, si se sacara esa expresión 
y se dejara: “tenga que ofrecer”, se eliminaría uno de los argumentos que el Instituto ha hecho pesar más en 
esta discusión: la extranjerización de la tierra. Si en realidad lo que se quiere prevenir es que esta gente venda 
la tierra a extranjeros, a multinacionales o para fines que no son de interés para el país que se produzca, 
etcétera, la solución sería que exista un ofrecimiento porque si de pronto al Instituto Nacional de 
Colonización le interesa dárselo a los colonos lo compra, pero no trabar ni complicarle la existencia a nadie 
con una propiedad plena. 


Volvemos a lo mismo, respetamos absolutamente la filosofía de cada institución, de cada gobierno, pero 
aplicar las leyes de aquí en adelante, hacia atrás no porque pueden tocarse derechos adquiridos. Eso sigue 
siendo sancionatorio, y de alguna manera no se avala la seguridad jurídica. El ordenamiento jurídico existe 
para algo y por más que queramos y tengamos buenas intenciones, no podemos pasar por arriba de 
determinados derechos de la gente porque no estaríamos previniendo nada sino generando conflictos. Pudo 
haber patologías, alguien le pudo haber vendido a una multinacional, pero no se legisla para la patología. Se 
legisla para imponer ideas, de alguna manera, y para que ellas vayan adelante; la patología se sanciona. Pero 
no puedo hacer leyes porque alguien hizo alguna vez una venta. Nos parece que ese no es un argumento 
demasiado lógico. 


SEÑORA CASTRO.- Además, si el argumento principal es la extranjerización de la tierra, por la Ley 
N? 18.092, que obliga a las sociedades anónimas a hacer la modificación de los estatutos para convertir 
las acciones al portador en acciones nominativas como conversábamos en el día de ayer con el señor 
Presidente, se estableció una prorroga de otro año más. Si ese es el argumento, no habría coherencia en 
cuanto a la fundamentación de esta disposición. Por eso, planteamos esa solución alternativa; aunque 
estos predios no son de la superficie que se exige en el artículo 75 artículo 1” del proyecto, sería una 
solución transaccional, dando la seguridad de que el nuevo adquirente no sería extranjero ni 
multinacionales sociedades anónimas. Pero, por ahora, las sociedades anónimas pueden adquirir y 
vender los predios libremente, por lo menos durante un año más; lo sé con propiedad. 


SEÑORA AUNCHAYNA.- Con respecto a este proyecto que, como expresan mis colegas, recién 
tenemos en nuestras manos, esa declaración de salida o desafectación por simple mayoría de votos que 
ya estaba prevista en la Leyes N” 11.029 y N” 18.187, es para los propietarios que hayan cancelado sus 
obligaciones pago del precio y cancelación de la respectiva hipoteca, pero que ya eran propietarios 
desde que pagaban el precio; independientemente de que les quedaba un crédito con una hipoteca, la 
propiedad ya había pasado a ellos cuando compraron la fracción de campo. 


Además, se pone una llave al establecer: “(...) conforme con la reglamentación que se dicte en la materia”. 
Hoy por hoy, es una interrogante la reglamentación que se dictará en la materia. Entonces, se está dejando 
abierta una puerta incierta en la materia. Digo esto apuntando a lo que llamamos “la seguridad jurídica”, que 
seguramente ustedes, los legisladores, también buscan. 


En cuanto a lo que se expresó la semana pasada leí el debate que se dio, sin recordar qué Diputados lo 
hicieron, queremos dejar constancia de que acá se escuchó la palabra del departamento jurídico del Instituto 
Nacional de Colonización esa es una postura, pero nosotros tenemos otra postura, hay fallos judiciales que 
avalan otra. Creo que un señor Diputado había preguntado si esto era totalmente apartidario solo es una 
reivindicación jurídica que estamos haciendo y si el doctor López Rocca podía cambiar lo que decía la ley. 
Quiero aclarar que, por supuesto, no lo puede hacer. El doctor López Rocca interpreta que lo que se establece 
en el artículo 81 refiere solo a operaciones concluidas, a operaciones de crédito y de garantía, pero esa es una 
interpretación absolutamente personal de un profesional del Derecho, en este caso, del doctor López Rocca, 
porque no lo establece la ley. Y el legislador sabe que los operadores del Derecho debemos aplicar la ley y 
entender lo que la ley nos dice. Ella no nos aclara que son las operaciones que quedan bajo las leyes 
anteriores, de manera que esto queda salvado. Ellos entienden que la propiedad no está incluida. Sostenemos 
esto en el ánimo de reivindicar, pero sin entrar en un debate jurídico, lo que sería llover sobre mojado y que 
llueva cien veces. Ustedes tienen la potestad de definir y deben sostener el ordenamiento jurídico de 
Uruguay; quizá sea arriesgado tomar una postura que, por más que ahora trató de buscar un camino 
intermedio, solo es aparentemente intermedio. Coincidimos con la señora Presidenta es la postura de la 
Asociación en sostener que si buscamos un camino intermedio podemos desafectar directamente las 
fracciones, por ley expresa, porque la Ley_N” 18.187 fue la que afectó las fracciones. Quizás, el contralor que 
se sostiene para que no pasen multinacionales y demás, se podría hacer pasando la primera venta, en iguales 
condiciones, por el Instituto Nacional de Colonización. Sería una forma de zanjar las pretensiones del 
Instituto, sin alterar el ordenamiento jurídico. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- En realidad, en el debate de la sesión pasada en la Comisión con la 
presencia del Instituto Nacional de Colonización y del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
no se discutió sobre la extranjerización de la tierra. No fue eso lo que estuvo en debate. Lo que estuvo 
en debate fue si la Ley N” 11.029 incluía las tierras que ya habían sido desafectadas del Banco 


Hipotecario o no. Ese fue el centro de la discusión; el debate giró en torno a ese punto. Creo que este 
artículo 2”, de alguna manera, intenta hacer el reconocimiento de que dichas colonias, cuando hubieran 
sido vendidas antes de la Ley de Colonización, no estarían afectadas ni gravadas por nada de esto. 


Por lo tanto, me parece que nos deberíamos centrar en una redacción precisa para que ello quede claro y no 
dejarlo al arbitrio del Instituto Nacional de Colonización, haciendo que la ley zanje la discusión. Creo que 
eso es todo, señor Presidente. Pienso que, en el fondo, el Gobierno y la oposición estamos acordando en este 
sentido en este caso, además, contamos con el aval de la Asociación de Escribanos del Uruguay, pero 
deberíamos precisar exactamente ese artículo 2* para que no queden dudas y para que, como decía el señor 
Diputado José Carlos Cardoso, haya seguridad jurídica. De esa forma, zanjaríamos el tema y nos evitaríamos 
bastante dolores de cabeza, por cierto. 


SEÑORA AUNCHAYNA.- Reitero que lo que genera la incertidumbre es la expresión: “(...) conforme 
con la reglamentación que se dicte en la materia”. Esta es una desafectación a futuro y se verá en qué 
condiciones; hoy no podemos manejarnos ni dar tranquilidad jurídica y, además, no están afectados. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Estoy tomando conocimiento de esto ahora, con la propuesta que presentó 
la Asociación de Escribanos del Uruguay, al igual que con la nueva redacción que presentó el 
Gobierno, pero tengo la impresión de que el párrafo tercero del artículo 70 de la propuesta de la 
Asociación de Escribanos del Uruguay es bien claro y deja zanjado el tema. Si lo pudiéramos recoger 
en el proyecto presentado por el Gobierno, creo que daríamos un paso bastante oportuno. 


SEÑORA LÓPEZ.- En realidad, lo que plantea el señor Diputado Goñi Romero no apunta tanto al 
inciso tercero, sino al primero. El problema se debería zanjar en el primer inciso; el tercero es una 
alternativa que el Instituto debe manejar, según sus intenciones. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- No; él se refiere al inciso tercero del artículo 70. 


SEÑORA LÓPEZ.- Estaba manejando otro proyecto. Una cosa que obviamos decir antes precisamente 
porque nos metimos con el artículo 70 es que en el literal C) de las Disposiciones Transitorias, dice: 
“(...) convalide las subdivisiones registradas hasta la entrada en vigencia de la presente ley”. 
Advertimos que “registradas” quiere decir que ya estaban inscriptas en la Dirección Nacional de 
Catastro y que, tal vez, hasta hubieran existido enajenaciones. Discúlpenme, pero aquí se vuelven a 
meter con el tema de la retroactividad; o sea, vuelven a generar normas para atrás, incidiendo en 
cuestiones que ya eran válidas. Acá estamos metiendo, incluso, a la propia Dirección Nacional de 
Catastro, que las registró como válidas. Ahora recién se impone que “La Dirección Nacional de 
Catastro no registrará subdivisión alguna de parcelas afectadas a los fines de interés colectivo(...)”. 
Pero eso es para adelante. Por lo que aquí se lee, ahora se faculta, o sea, se delega en el Directorio. 


SEÑORA CASTRO.- Vemos que la modificación del artículo 2? mejora algunas cosas. Cuando vimos el 
proyecto que nos facilitó el Senador Saravia hicimos una propuesta creo que ustedes la tienen con las 
modificaciones que entendimos pertinentes y excluimos, precisamente, las fracciones enajenadas por el 
Banco Hipotecario, por entender que se estaba vulnerando el principio de la no retroactividad de la ley. 


Queremos reiterar el espíritu de colaboración que tiene la Asociación de Escribanos del Uruguay con el 
Parlamento; ustedes son los protagonistas del ordenamiento jurídico del Estado. Lo que volvemos a afirmar, 
que manifestamos desde el primer momento en que hicimos llegar nuestra opinión al Instituto Nacional de 
Colonización, es que con esta ley se estaban vulnerando derechos adquiridos de gente que tenía sus 
propiedades desde hace sesenta años. Se estaría vulnerando el principio de la prescripción a los treinta años. 
Y se está afectando el crédito a los pequeños productores, porque estamos hablando de explotaciones 
agropecuarias de mediano y pequeño porte, no de grandes latifundios. 


Hay gente que está sumamente preocupada; eso lo pudimos comprobar. Creo que hay un Diputado que 
estuvo en el encuentro que se hizo en el departamento de Paysandú; en cuanto al encuentro de Dolores, 
valoramos la presencia del Instituto, que hasta ese momento no había asistido a ninguna de las instancias. De 
todos modos, volvemos a reiterar que, desde el principio, cuando nosotros vimos la Ley_N” 18.187 que ya 


había sido aprobada por todos los partidos políticos y luego se entró a razonar acerca de cuáles eran las 
consecuencias gravísimas que podía tener, pedimos al Parlamento que reconsiderara sus efectos. Ustedes 
sabrán que ya se están iniciando acciones, que es lo que la Asociación de Escribanos del Uruguay no quiere 
que suceda, en virtud de que la función del escribano es fundamentalmente preventiva. Esto puede tener un 
costo muy grande para el Estado: no solo juicios por inconstitucionalidad sino también reclamos. Ya hay 
alguno que otro juicio por inconstitucionalidad que todavía no ha sido notificado al Instituto. 


Creemos que habría que reconsiderarlo un poquitito más, inclusive planteando un plazo para que las 
decisiones no se tomen apresuradamente y se estudien más en profundidad. Me permito sugerirlo como 
representante de mi gremio y les agradezco la oportunidad que nos dieron de comparecer ante ustedes. 


SEÑORA LÓPEZ.- Por último, quiero expresar que las posiciones doctrinarias no son fuente de 
derecho y, como decía la escribana Aunchayna, lo del doctor López Rocca fue una posición doctrinaria 
muy respetable, pero cuando la ley es clara no hay que recurrir a la interpretación; es suficiente solo 
con su lectura. Si cada una de las doctrinas que existen en este país tan rico y creativo fuera fuente de 
derecho, ninguno de nosotros podría tener una casa ni un auto ni podría trabajar ni podría hacer 
nada. La investigación está bien y es enriquecedora, pero si la ley es clara, es lo que tenemos que leer, y 
la Ley N” 11.029 es clara. 


Si bien el doctor López Rocca sostuvo esa postura con respecto a las colonias del Banco Hipotecario, era uno 
más. Nosotros hemos testeado en oficinas del Instituto Nacional de Colonización del interior con Directores y 
demás, y ellos, hasta verbalmente, informaban que no era necesario presentarse porque esos bienes no 
estaban incluidos. Más allá de que se marca una intencionalidad dolorosa para los escribanos y para los 
colonos que lo han leído, sesenta o setenta años de intencionalidad serían demasiados para un país que ha 
pasado de todo. Los escribanos, la gente que compró, la que vendió, la que cedió a sus hijos, los bancos 
todos: públicos y privados no podemos haber estado tan equivocados durante sesenta o setenta años. No 
podemos habernos “comido” disculpen la expresión poco técnica un contralor que era necesario para hacer 
escrituras nulas porque nos parecía que era interesante, cuando estamos hablando de 10, 20, 70 hectáreas. 
Piensen que esos no son grandes valores. 


¿Por qué el Banco de la República dio préstamos? Obviamente, es su fin. Aclaro que ninguna de nosotras tres 
está involucrada: no somos propietarias, no tenemos problemas de ese tipo. En realidad, sesenta o setenta 
años de historia de transgresión porque sí no parece algo lógico ni de sentido común. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la Asociación de Escribanos del Uruguay y, 
como les habíamos dicho, vamos a discutir el tema en el ámbito de la Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Escribanos del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a tratar de poner un poco de orden. 


Tenemos un proyecto del señor Diputado Novales, que ingresó a la Comisión; otro del señor Diputado 
Cardoso, y también tenemos lo último a que hemos llegado los legisladores del Frente Amplio sobre el tema. 
Habíamos quedado en que en el día de hoy lo íbamos a discutir en forma excepcional. Asimismo, recibimos a 
la Asociación de Escribanos del Uruguay, por lo que contamos con nuevos elementos. Entonces, como 
Presidente, voy a abrir el debate y que se genere la discusión. 


SEÑOR PEREYRA.- En la Comisión también tenemos un proyecto que ya fue aprobado, estuvo a 
consideración del Cuerpo y volvió. En base a este proyecto se generó todo lo demás. Reitero: fue 
aprobado por la Comisión, se elevó a Sala, y cuando empezamos a analizar básicamente las dificultades 
que había con respecto al artículo 70, lo trajimos nuevamente, y hace unos meses que estamos en 
vueltas con esto. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Creo que el tema está harto claro, ahora viene la etapa de una definición 
política. Hay que tomar uno de los dos criterios que se han estado manejando hasta ahora. En 


definitiva, todos estamos de acuerdo en incorporar al proyecto original que vino del Senado las 
modificaciones que se hicieron al artículo 70. Correspondería trabajar sobre la base del proyecto que 
presenta el Gobierno. La cuestión es si le podremos incorporar la precisión respecto a las colonias o no, 
y esa es una definición política. Me parece que las discusiones están harto concluidas. Tal vez la 
bancada de Gobierno requiera un tiempo prudencial para discutir internamente, porque esto tenemos 
que resolverlo políticamente. 


SEÑOR PEREYRA.- ¿Cuál es la propuesta concreta que hacen ustedes con respecto al artículo 70? 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- De acuerdo a lo que hemos estado sosteniendo, coincidimos plenamente 
con la posición de los escribanos. 


¿Es posible, tal y como ellos planteaban, aunque esas fracciones no superen las 500 hectáreas CONEAT, 
imponer la obligación de ofrecimiento al Instituto Nacional de Colonización? Esto lo debiera discutir nuestra 
bancada, y probablemente la de ustedes. Quizás sí sea posible mantener ese tipo de situaciones, imponer esa 
carga, pero siempre respetando el hecho de lo que pasó hasta ahora y de lo que pasará en más con las 
fracciones que ya estaban totalmente concluidas u operativas hasta 1948 a partir de la Ley N* 11.029, que 
están dentro del derecho privado. Sobre esas bases, creo que el Partido Nacional puede acordar. 


Reitero: debemos reunirnos porque tenemos que ver, por ejemplo, lo que proponían los escribanos con 
respecto al ofrecimiento al Instituto Nacional de Colonización. No lo hemos tratado, pero parece razonable. 


En definitiva, nuestra posición concuerda plenamente con lo que proponen los escribanos. 


SEÑOR MACHADO.- Iba a decir exactamente lo mismo. El Partido Colorado coincide con lo que 
plantea la Asociación de Escribanos del Uruguay y creo que en esto, mucho más allá de posiciones 
políticas, nos tenemos que manejar con el sentido común. Acá hay una realidad que salta a la vista; las 
propias modificaciones que hace la bancada de Gobierno van en la dirección del reconocimiento de 
esta situación. Entonces, propongo que esto se aplace y se logre el consenso de un proyecto que reúna lo 
que hemos hablado en el día de hoy. 


SEÑOR CASAS.- Solicito un intermedio de diez minutos. 
(Apoyados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a intermedio por diez minutos. 


(Es la hora 10 y 58) 
¡Continúa la reunión. 


(Es la hora 11 y 25) 


SEÑOR PEREYRA.- Este es un tema que venimos discutiendo hace tiempo y en función del planteo 
que había realizado el Partido Nacional, tomando como base el documento redactado en común entre 
el Instituto Nacional de Colonización, el Ministerio y la bancada y luego de analizar las correcciones 
que planteaba la Asociación de Escribanos del Uruguay, tenemos las posiciones bien claras. Podríamos 
seguir invitando delegaciones a la Comisión para que opinen pero todos tenemos posiciones tomadas 
sobre esto. Podríamos solicitar que vinieran la Asociación de Colonos o la Comisión Nacional de 
Fomento Rural, que tienen visiones contrapuestas a la de la Asociación de Escribanos. Sin embargo, 
tenemos que laudar esto en el ámbito legislativo y entendemos que prorrogar el asunto no es 
conveniente sino que debemos votar el proyecto con las correcciones propuestas. 


Francamente, creo que ha habido una discusión del tema que lo ha enriquecido porque muchas de las 
correcciones que se realizaron fueron a partir de objeciones a las que, en principio, nosotros nos habíamos 
cerrado pero luego, analizando el proyecto, entendimos que eran de orden y se incorporaron. La diferencia 


sustancial que tenemos, hablando pronto y claro, tiene que ver con la redacción del segundo inciso del 
artículo 2* del nuevo proyecto en cuanto al alcance de la afectación. La propuesta de la Asociación de 
Escribanos incluye absolutamente todo y la que nosotros presentamos deja claramente establecido que “(...) 
las parcelas que integran las colonias que hayan sido adquiridas al Banco Hipotecario del Uruguay, al amparo 
de leyes de fomento rural, cuyos propietarios hayan cancelado sus obligaciones pago del precio y cancelación 
de la respectiva hipoteca-”. 


En definitiva, lo que estamos planteando es avanzar en función de esta redacción. Las diferencias que 
tenemos las hemos discutido largamente y ya tenemos una visión en cuanto a la afectación. Creo que lo más 
claro es la versión taquigráfica de la sesión pasada, que fue muy rica en virtud de que se definió un artículo 
que no tenía la ley en el que se establece claramente que no quedan afectadas las colonias de los propietarios. 
Y lo que por este artículo queda por mayoría simple lo toma del artículo 146 de la Ley_N* 11.029, 
estableciendo que se realizará el estudio caso a caso de los planteos que se efectúan ante el Directorio para la 
desafectación. Creemos que con esta redacción se corrigen algunas debilidades que habían quedado en la 
redacción modificativa anterior y se fortalece o mejora la herramienta del Instituto. 


En función de los plazos de que disponemos, tenemos tres opciones. Una es la que planteó el señor Diputado 
Machado en cuanto a prorrogar, pero creemos que la prórroga sigue estirando la duda. 


SEÑOR MACHADO.- Lo que yo planteo es elaborar un proyecto no en horas porque lo que se 
propone es que esto pase en el día de hoy al plenario sino que se tomen un par de días más y que la 
semana próxima se vote un proyecto en el que estemos todos de acuerdo y que realmente sea de sentido 
común. De lo contrario, siempre estamos generando situaciones de inestabilidad jurídica que no son 
buenas para nadie. Todos procuramos que haya tranquilidad en la gente. No estamos hablando de un 
problema de extranjerización de la tierra sino que se los pequeños colonos tengan tranquilidad. La 
situación que planteaba la Asociación de Escribanos y que se arrastra desde hace setenta años porque 
después los legisladores vamos a ser responsables no genere un problema jurídico de una dimensión 
sideral en todo el país. Propongo disponer de un tiempo prudencial y razonable para ajustar 
adecuadamente la redacción, de manera que no haya dudas y todos estemos conformes. No propongo 
aplazar el tema indefinidamente sino tomarnos los días necesarios para que se elaboren las 
correcciones adecuadas para que todo el mundo esté de acuerdo con las certezas jurídicas que tenemos 
obligación de dar a la gente. 


SEÑOR PEREYRA.- Ya hemos tenido un tiempo sustancial para analizar este proyecto, más de un 
año. Y si hay varios proyectos presentados es porque, obviamente, ha habido análisis y discusión del 
tema. Que haya llegado una redacción en las últimas horas no significa que haya habido un plazo corto 
para el análisis sino lo que decía al principio: hemos interactuado y hubo una flexibilización de la 
visión de todos para tratar que esto salga con una postura común, no solo de la bancada del Frente sino 
de todos, porque ha habido un intercambio. Lo que sí entendemos, y por eso hacemos el planteo, es que 
sobre la diferencia sustancial que tenemos vamos hasta aquí, hasta esta redacción, porque nos parece 
correcto dejar establecido la desafectación de quienes eran propietarios antes de 1948. Lo otro es 
reabrir la discusión que ya dimos antes respecto a la visión de la colonia y el uso social de las tierras. 
¡SEÑOR GOÑI ROMERO.- El señor Diputado Pereyra leyó solo una parte del artículo 2%, expresando: 
“(...) las parcelas que integran las colonias que hayan sido adquiridas al Banco Hipotecario del 
Uruguay, al amparo de leyes de fomento rural (...)”. Allí está diciendo, y ahora reafirma, que esto deja 
claro la excepcionalidad de esas parcelas adquiridas antes de la Ley N” 11.029. El problema es que la 
ley no lo establece, y es lo que yo pretendí afirmar. 


El artículo 2” comienza diciendo: “El Directorio, por mayoría simple de votos, podrá declarar salidas (...)”, y 
lo que yo afirmaba es que debería decir: “El Directorio declarará salidas de su administración”. Así 
estaríamos zanjando la discusión. No damos una alternativa al Directorio sino que zanjamos la discusión a 
través de la ley. 


Yo estoy de acuerdo con el señor Diputado Pereyra cuando afirma que debe quedarse fuera de la 
condicionalidad que se pretende. Estamos de acuerdo, pero digámoslo. No le demos la facultad al Directorio; 
establezcámoslo en la ley: ““El Directorio declarará salidas de su administración”. Así se liquida el tema. Creo 
que no le tenemos que dejar la decisión al Directorio sino que la ley tiene que afirmar, con su rango legal, la 
decisión que aquí estamos tomando. 


Zanjado este punto, lo demás es bastante convenible. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- La inestabilidad jurídica de la que se hablaba queda salvada porque 
en el inciso sexto del artículo 70 quedan convalidados todos los contratos realizados previamente, sin 
autorización del Instituto. Ahí se convalida todo. De modo que esa situación quedaría salvada. 


Con respecto a lo que dice el señor Diputado Goñi Romero, creo que corresponde al Instituto, y en este caso 
por mayoría simple, avalar las situaciones que plantea el señor Diputado, dado que como se dan situaciones 
diversas es pertinente el estudio caso a caso. Me parece importante que el Instituto tenga la oportunidad, por 
dos años, de estudiar caso a caso las situaciones. Podríamos poner ejemplos. Han ocurrido situaciones y 
pueden ocurrir otras antes de la entrada en vigencia de la ley en las que se busquen mecanismos de evasión. 
Por lo tanto, esto debe ser estudiado, reitero, caso a caso, dando la facultad al propio Instituto, como 
establece expresamente esta redacción a la que acaba de hacer referencia el señor Diputado Pereyra. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Creo que la discusión que ha tenido la Comisión de 
Ganadería, Agricultura y Pesca que, si bien no integro agradezco mucho la oportunidad que me han 
dado de participar, ha sido muy provechosa porque, por lo menos, hemos aclarado cuál es nuestra 
posición y hacia dónde apuntan las modificaciones de la Ley N” 18.187. 


La clave de esta cuestión el señor Diputado Goñi Romero lo ha expresado con claridad y el Partido Nacional 
hace acuerdo en eso está en los tres primeros incisos del artículo 2”. 


El primer inciso del artículo 2* deja en manos del Directorio lo que ya hoy está en sus manos. Actualmente, el 
Directorio puede hacer lo que establece el artículo 2*; no está inhibido. No agrega absolutamente nada nuevo. 
El Directorio del Instituto Nacional de Colonización, por mayoría simple de votos, puede declarar la salida de 
estos padrones de su administración y del régimen instituido. Creemos que esto no agrega nada nuevo. 


Lo que sí agrega y por eso tenemos diferencias cuando se dice que queda absolutamente claro y que se 
eliminan las incertidumbres, en la última frase de ese inciso, es lo siguiente: “(...) conforme con la 
reglamentación que se dicte en la materia”. La reglamentación será por la vía del decreto, porque las leyes se 
reglamentan por decreto. ¿Qué va a decir el decreto reglamentario respecto a este tema? ¿Qué nuevo 
ingrediente puede agregar que no esté previsto ni impedido por el articulado? Vamos a quedar en manos de 
un decreto; esto no se está resolviendo por ley. La ley mantiene la misma incertidumbre; será el decreto el 
que lo resuelva. Y como la ley no agrega otros impedimentos, solamente autoriza al Instituto Nacional de 
Colonización a hacerlo, ¿qué otros componentes agregará el decreto? No lo sabemos. El decreto será de puño 
y letra del señor Ministro de Ganadería, que es quien lo redactará, y estará firmado por el Presidente de la 
República. Dice: “(...) conforme con la reglamentación que se dicte en la materia”. Es decir que se deja todo 
otra vez fuera de las manos de la ley. 


El tercer inciso de este artículo, tal como dijo el señor Diputado Goñi Romero, desde nuestro punto de vista 
sí establece una garantía, diría, en términos políticos para lo que quiere el Instituto Nacional de Colonización, 
porque vuelve a darle el derecho prioritario sobre esa tierra, y nosotros lo compartimos. Lo queremos decir 
claramente: lo compartimos. A través del inciso tercero el Instituto tiene el derecho prioritario sobre el predio 
que ha salido de Colonización. Es decir que si desafectamos por ley a un predio de 20 hectáreas, a la hora de 
vender, el Instituto Nacional de Colonización va a tener la prioridad, pudiendo comprarlo y recuperarlo para 
la colonia, adjudicándolo a otro colono. El inciso tercero lo dice claramente. Al ser predios pequeños, no 
están amparados en la obligación general. Pone a los predios pequeños de Colonización, que desafectaríamos 
por ley, bajo el régimen general: tienen que ser ofrecidos primero a Colonización. 


A mí me parece que el razonamiento que estamos haciendo es el correcto y ayudaría a resolver 
definitivamente el problema. Esta redacción no lo resuelve. Lo que la ley debe hacer es desafectar los 
predios, no dejar por vía de decreto su reglamentación y desafectación, porque no es el Instituto el que 
desafecta sino la ley. El Instituto se queda con la herramienta de poder hacerse de la colonia otra vez. 
Nosotros compartimos la redacción del inciso tercero. Si alguno de esos colonos que compró y pagó antes de 
enero de 1948 resuelve vender, con total libertad puede hacerlo porque el predio es de él y está desafectado 
de la colonia, pero lo tiene que ofrecer primero al Instituto Nacional de Colonización. Eso es lo que dice el 
inciso tercero, y nosotros lo compartimos. De manera que están todas las garantías dadas. ¿Qué mayores 


garantías se pueden pedir? Entonces, ¿por qué no las desafectamos en el primer inciso? ¡Vamos a 
desafectarlas! No dejemos que la incertidumbre se resuelva por una decisión del Directorio o un decreto 
reglamentario que no sabemos qué va a decir. Además, ya hemos visto que en muchas oportunidades los 
decretos van más allá de lo que el legislador imagina cuando vota una ley. 


Entonces, nosotros sustituiríamos el primer inciso del artículo 2” por la redacción que tenemos en el tercer 
inciso del artículo 70 del proyecto presentado por la Asociación de Escribanos. En ese caso, dejamos las 
cosas bien claras y mantenemos el tercer inciso del artículo 2* por el cual el Instituto Nacional de 
Colonización tiene prioridad a la hora de que esos predios vayan a ser enajenados, y los ponemos en un 
régimen general al que hoy están solamente sometidos los predios mayores a 500 hectáreas, y no estos. Pero 
a través del tercer inciso esos predios quedan sometidos, y nosotros estamos de acuerdo. Si se venden 20 
hectáreas dentro de una colonia, deben ser ofrecidas primero al Instituto Nacional de Colonización. Así, el 
Instituto se puede hacer de ellas sin ningún problema, y la cartera puede seguir funcionando. Y el criterio que 
explicamos en la sesión pasada se mantiene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Usted plantea que se incorpore la redacción presentada por la Asociación de 
Escribanos del Uruguay como tercer inciso del artículo 70? 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Nosotros proponemos sustituir el primer inciso del artículo 2* 
del proyecto presentado por el Gobierno por el tercer inciso del artículo 70 del proyecto presentado por 
la Asociación de Escribanos del Uruguay; el resto se mantendría. 


Creo que la clave no quiero ser más explicativo, creo que todos nos entendemos de lo que el Gobierno quiere 
no está en el primer inciso, sino en el tercero. Lo que quieren el Gobierno y el Instituto Nacional de 
Colonización está definido en el tercer inciso; me refiero a que se obliga a que cualquiera que quiera vender 
colonias desafectadas deba ofrecérselas al Instituto. De manera que Colonización no pierde el control de sus 
colonias ni de las tierras. Si sigue siendo colono, no tiene afectación sobre el predio, pero si tiene 5 hectáreas 
y va a vender, debe ofrecérselas al Instituto Nacional de Colonización y entra un pequeño predio al régimen 
general. Ahí está la clave y ahí está la cartera social de Colonización; no se moviliza nada. Pero si nosotros 
corregimos el primer inciso damos certeza jurídica; el predio está desafectado, pero para vender tiene que 
venderlo al Instituto Nacional de Colonización, y este le va a comprar; ese no va a ser un mero trámite como 
cuando alguien vende un campo de 1.000 hectáreas, cuando Colonización muchas veces dice que no. En este 
caso, seguramente el Instituto va a recuperar el predio. Si un colono vende, dentro de una colonia, un predio 
de 20 hectáreas, ¿quién lo va a comprar? El Instituto de Colonización que es el que tiene la prioridad y, 
obviamente no va a dejar pasar la oportunidad. 


SEÑOR PEREYRA.- Para nosotros, la propuesta hecha por el señor Diputado José Carlos Cardoso de 
incorporar el tercer inciso del proyecto de la Asociación de Escribanos, cambia conceptualmente lo que 
tiene que ver con respecto a la afectación. Inclusive, en su parte final dice: “(...) y continuarán 
rigiéndose por el Derecho Común”, o sea que la desafecta totalmente de los preceptos que establece el 
proyecto de Colonización. 


Podemos seguir discutiendo hasta las calendas griegas, pero va a existir una diferencia conceptual. Nosotros 
entendemos que este articulado da certeza y seguridad porque por primera vez cosa que no estaba en la ley 
establece que las parcelas que integren las colonias adquiridas por el Banco Hipotecario del Uruguay, cuyas 
obligaciones hayan sido canceladas, quedan con la posibilidad de ser desafectadas. ¿Por qué se establece la 
mayoría simple? La mayoría simple lo establece inclusive la propia ley en el artículo 146. En función de lo 
que decía el señor Diputado Goñí Romero, podemos hacer algunas consultas con respecto a la redacción para 
dejar expresamente afirmado que el Directorio “declarará salidas de su administración (...)” porque, de todas 
maneras, la ley establece que se deben desafectar por mayoría simple de votos. Mientras seguimos 
discutiendo vamos a hacer las consultas con el Poder Ejecutivo para ver si podemos incorporarlas. 


Creo que todos estamos haciendo un gran esfuerzo para lograr una redacción con los mayores consensos. 
Creemos que si queda más o menos redactado así avanzamos bastante y damos certeza y claridad a casi todo 
el articulado. 


SEÑOR CHARAMELO.- Creo que en eso nosotros estaríamos redundando. Además, en lugar de darle 
claridad y certeza jurídica porque es para lo que nosotros estamos, estamos dejando la decisión en 
manos del Directorio del Instituto de Colonización que, hace unos días, ya se expresó acá en contra de 
esta actitud de dejar libres a las tierras que estaban antes de la creación de la ley. Nosotros 
consideramos que debería constar en el proyecto, y no dejar en manos del Directorio la decisión de que 
las tierras que fueron compradas y pagadas antes de 1948 quedaran desafectadas. Porque de esta 
forma no estamos desafectando absolutamente nada, ya que quedará en manos del Directorio, que 
después resolverá en consecuencia. Entonces, es más de lo mismo, porque ya hoy el Directorio tiene la 
posibilidad de afectarlas o desafectarlas. Es decir que a través de la ley estaríamos dejándole la 
posibilidad de hacerlo o no, pero no estamos acreditando que verdaderamente esas tierras queden 
desafectadas del Instituto Nacional de Colonización 


Nosotros planteamos que las tierras que fueron compradas y debidamente pagadas antes de la creación de la 
ley queden desafectadas del Instituto. La ley marca que cuando alguien va a vender un predio de más de 500 
hectáreas tiene que ofrecerlo al Instituto Nacional de Colonización; en este caso, teniendo menores 
dimensiones porque la mayoría son pequeñas parcelas tendrán obligatoriamente que ofrecerlas. Por lo tanto, 
el Instituto tendrá la posibilidad de adquirir nuevamente las tierras, pero vamos a estar dándole a la gente que 
está teniendo el problema de que en su momento adquirió tierras y que hasta hace un tiempo atrás podía 
venderlas libremente, la posibilidad de que pueda seguir haciéndolo porque están desafectadas. De no ser así, 
seguimos redundando sobre algo que ya existe; no se necesita de una ley para que el Instituto las afecte o 
desafecte. Reitero que me parece que estamos redundando y dejando la afectación o desafectación en manos 
del Ministerio, a través del Instituto Nacional de Colonización. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Desde nuestro punto de vista insisto en esto, el tercer inciso del 
artículo 2” del proyecto presentado por la bancada de Gobierno es la clave de la solución, porque es el 
que otorga el derecho al Instituto Nacional de Colonización de tener prioridad a la hora de la compra 
de una parcela. Concretamente, me refiero a: “Tratándose de una fracción que haya sido declarada 
salida de la administración (...), según el procedimiento que antecede, antes de enajenarla a título 
oneroso por primera vez con posterioridad a su habilitación, su propietario está obligado a ofrecerla en 
primer término al INC (-..)”. 


Si nosotros seguimos con la idea de sustituir el primer inciso del artículo 2” de este proyecto por el tercer 
inciso del artículo 70 del proyecto presentado por los escribanos, avanzaríamos un poco más. En la 
intervención del señor Diputado Pereyra advertí la preocupación de la expresión: “continuarán rigiéndose por 
el Derecho común”. Esta última expresión la podemos eliminar porque el tercer inciso luego va a obligar al 
vendedor a ofrecer ese predio al Instituto Nacional de Colonización. Haciendo la desafectación, entiendo que 
la expresión: “continuarán rigiéndose por el Derecho común” está de más y, reitero, podríamos eliminarlo. 


Por lo tanto, el primer inciso del artículo 2* del proyecto presentado por la bancada de Gobierno quedaría 
redactado de la siguiente manera: “Las fracciones enajenadas por el Banco Hipotecario del Uruguay, con 
anterioridad a la Ley_N* 11.029 de 12 de enero de 1948, o las que formaban parte de las colonias creadas con 
anterioridad a esa Ley, incluso las privadas, escrituradas o no, no se encuentran afectadas ni comprendidas 
por las disposiciones de esta Ley”. 


En realidad no continuarán rigiéndose por el derecho común porque, siendo predios menores a 500 hectáreas, 
por el tercer inciso quedarán obligados a ser ofrecidas al Instituto Nacional de Colonización, y es un hecho 
que, tratándose de colonias de pequeños predios, el Instituto va a quedarse con esa venta. Además, cuando se 
habla de primera enajenación, será la única, porque la primera enajenación significará volver al Instituto 
Nacional de Colonización. Si una persona no vende el predio y se queda, es colono y está dentro de la 
colonia, pero si vende, será al Instituto Nacional de Colonización. Por lo tanto, la primera enajenación será en 
la dirección del Instituto Nacional de Colonización porque el tercer inciso es la clave al menos para los 
integrantes de mi Partido y es el que instaura un régimen nuevo para las tierras de los colonos, 


Creo que estamos en condiciones de votar esto por unanimidad. 


SEÑOR PEREYRA.- El artículo 2* del proyecto que nosotros presentamos claramente establece algo 
que no figuraba en la ley y no deja todo como está digo esto en función de lo mencionado por el señor 


Diputado Charamelo; esa fue la discusión que se generó y la duda que pudo haber quedado planteada 
hace sesenta años: se establece el mecanismo para analizar caso a caso. 


Por eso reitero el pedido para que desde ahora y hasta la hora de comienzo del plenario podamos manejar la 
posibilidad de modificar esa frase. 


En cuanto a la expresión “conforme con la reglamentación que es dicte en la materia”, es obvio que debe 
existir reglamentación para que instrumente lo que establece este artículo respecto a cómo se realizarán las 
desafectaciones. El Poder Ejecutivo, cuando lo reglamente, no tendrá un cheque en blanco para poner trabas, 
sino que deberá aplicarlo en función de lo que claramente establece el artículo con respecto a las colonias que 
quedan desafectadas. 


Por lo tanto, y en función de lo manifestado por el señor Diputado José Carlos Cardoso con relación al tercer 
inciso del artículo 70 del proyecto presentado por los escribanos más allá de que quitemos las últimas 
palabras, que aclara bastante, sigue dejando el concepto de las colonias, más allá de que después se otorgue 
prioridad al Instituto para comprar esas tierras. 


Nosotros entendemos que el Instituto Nacional de Colonización, al tomar las carteras rurales del Banco 
Hipotecario del Uruguay, ya las ha incorporado como parte suya. Esa fue la discusión que hemos tenido, y 
por eso no nos parecía conveniente el articulado tal como estaba redactado. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Estoy de acuerdo con lo manifestado por el señor Diputado Pereyra en 
cuanto a que hay que analizar las parcelas de referencia, pero el problema que encontramos es que la 
ley dejaría una doble condición. Una de ellas sería la reglamentación del Poder Ejecutivo. No conforme 
con esto, se presentaría la segunda condición: que esa reglamentación no obligue al Instituto Nacional 
de Colonización, que tiene la potestad de aceptarla, o no. Es claro de qué estamos hablando, pero esto 
quedaría con una doble condición, que no compartimos. También estamos de acuerdo con el criterio de 
que es necesario tratarlas en forma distinta. 


En tal sentido, quisiera leer un pequeño pasaje de la versión taquigráfica de la sesión en que se discutió la ley, 
en 1948. En esa oportunidad, terminada la intervención del señor Diputado Bottinelli, el señor Diputado 
Guimaraens dijo: “Las últimas manifestaciones del señor Diputado Bottinelli justifican de una manera 
absoluta la necesidad de esta ley (...)”. Se refiere a la ley del Instituto Nacional de Colonización. Luego 
agrega: “(...) Yo no señalaba como signo de progreso o de satisfacción que el Banco terminaba allí su misión. 
El Banco la ha terminado porque la ley no le daba ninguna facultad, después de estar pagadas las tierras, ni la 
ley le impidió nunca al Banco ni a los colonos, que la transferencia de esas tierras se hiciera como lo ha 
explicado el señor Diputado Bottinelli”. 


Creo que el espíritu de los legisladores queda claro con estas expresiones. La ley no preveía, por lo que era 
necesario una ley de colonización para parar con ese tema. ¡Y fue lo que hicieron! 


Sin agredir por lo que ha pasado en estas largas seis o siete décadas, podemos corregir algunas cosas, 
condicionando que las tierras puedan ser reintegradas al Instituto Nacional de Colonización una vez que se 
pongan a la venta. 


Estamos corrigiendo eso de una forma que no agrede al derecho positivo, al derecho natural de este país, y 
estamos de acuerdo, pero nos parece que no podemos dejar esa resolución condicionada a dos aspectos: a la 
reglamentación del Poder Ejecutivo y a la voluntad del Directorio del Instituto Nacional de Colonización, que 
puede estar en contra de la posición del Poder Ejecutivo. Podría darse el caso de que el Poder Ejecutivo 
reglamente algo y que el Directorio del Instituto Nacional de Colonización, por mayoría simple de votos, 
resuelva que no está de acuerdo con eso. Si bien estamos hablando de lo mismo y ha habido reconocimiento 
de que de hecho y de derecho hubo cierta situación con las colonias del Banco Hipotecario, estamos 
generando un mecanismo que no coadyuva a solucionar y dar claridad al asunto. 


Por estos motivos, proponemos que la ley deje claro que los padrones a que hace referencia este primer 
inciso del artículo 2” están por fuera del Instituto Nacional de Colonización. ¡Que lo deje claro y liquidamos 
el tema! Creo que en lo demás estamos todos de acuerdo. Entiendo que esta debería ser la definición que 
debe brindar el Gobierno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora sí estamos con los tiempos contra reloj. 


SEÑOR MACHADO.- Cuando hicimos la anterior intervención, dijimos que realmente estamos 
trabajando mal porque todavía estamos discutiendo la redacción del proyecto de ley, no hemos logrado 
un acuerdo; esto entraría hoy al Plenario y en lo personal tendría que consultar a mi bancada para 
saber si está de acuerdo. Yo, personalmente, estoy de acuerdo con que se incorpore el párrafo tercero 
del artículo 70 que plantean los escribanos en eso estoy de acuerdo con el Diputado Cardoso 
eliminando donde dice: “continuarán rigiéndose por el Derecho común”, porque me parece 
redundante salvo el aditivo referido a que ante la primera enajenación debe ser ofrecido a 
Colonización. Esto me parece claro y estamos de acuerdo 


Reitero además es importante, y lo dijimos acá cuando estuvieron los representantes del Instituto Nacional de 
Colonización y el señor Ministro que no se puede establecer con retroactividad una afectación que la Ley no 
establece en ningún momento, y yo le pedí al Directorio que me mostrara dónde y en qué lugar existía el 
instituto de la afectación en las tierras y en las colonias del Banco Hipotecario. Eso no existe. La afectación 
arranca en el año en que se aprueba la ley sobre colonización. Es un criterio inteligente con el que estamos 
totalmente de acuerdo, pero bajo ningún concepto estamos dispuestos a que se haga en forma retroactiva 
porque realmente estamos lesionando el derecho común y generando un nudo gordiano que será muy 
dificultoso destrabar. De manera que vamos a generar un problema al Instituto, al Estado, al propio 
Parlamento, que yo no deseo. 


Nuestro planteamiento es ese y, reitero, la sugerencia de que el tratamiento de esta iniciativa se posponga un 
par de días para que todos podamos tener una definición de nuestras respectivas bancadas, porque de lo 
contrario a la hora 14 vamos a ir al Plenario sin haber discutido, como corresponde, dentro de cada una de las 
bancadas. 


Con respecto a la posible reglamentación queremos decir que estamos en desacuerdo porque ya existe 
reglamento con respecto a la desafectación. Inclusive, los Diputados que participaron como nosotros en la 
anterior Legislatura me refiero al señor Diputado Guarino recordarán que discutimos la afectación o 
desafectación de tierras que estaban en la zona de Piriápolis. Se discutió sobre un reglamento que existe, no 
acerca de criterios banales o personales; entonces, nos parece erróneo plantear ahora un nuevo reglamento. 
Repasemos los reglamentos con los que se maneja el Instituto Nacional de Colonización y allí vamos a 
encontrar preciosos elementos de juicio que habilitan a dicho Instituto a desafectar o no una fracción de 
acuerdo con los criterios y el espíritu de la ley que se ha respetado en esta larga historia que tiene el Instituto 
Nacional de Colonización. 


SEÑOR ENCISO CHRISTIANSEN.- No vamos a referirnos a los aspectos de fondo porque ya lo han 
hecho muy bien por parte de nuestro Partido, el señor Diputado Goñi, y en los últimos aportes el 
Diputado Cardoso, pero sí quiero hacer una breve mención a que políticamente no es lo mismo 
teniendo en cuenta que no hay grandes diferencias y que se puede llegar a un acuerdo en la redacción, 
que se apruebe por mayoría que por unanimidad. Por eso nuestro espíritu es habilitar con el 
compromiso de apoyar cualquier sesión extraordinaria en el correr de la semana y la posibilidad de 
que esta Comisión se reúna rápidamente las consultas que deba hacer el oficialismo a los efectos de que 
se pueda llegar a buen puerto y a una posición consensuada. Es por eso que también señalo lo que 
implica sacar esto hoy, no solo sin el acuerdo sino en una sesión en la que, tal vez, teniendo en cuenta 
que no habrían tantas diferencias en cuanto a la posibilidad de una redacción en común podamos 
darnos los tiempos necesarios. 


SEÑOR CARDOSO.- He hablado con el señor Diputado Goñi, que es quien está trabajando con la 
propuesta de la modificación del primer inciso del artículo 2” y a pesar de que hemos hablado mucho 
creo que no nos hemos entendido cabalmente. La declaración a la que pretendemos que se llegue en la 
redacción del primer inciso del artículo segundo no debería incluir tierras que no hayan cancelado sus 
deudas con el Banco Hipotecario antes del 12 de enero de 1948. Por lo tanto, podriamos ajustar la 
redacción, siempre estableciendo el criterio de que la ley no el Instituto Nacional de Colonización 
declara salidas de la Administración del Instituto Nacional de Colonización y del régimen instituido 
por la Ley_N” 11.029, con las modificaciones dispuestas por la Ley N” 18.187, las parcelas que integran 
las colonias que hayan sido adquiridas al Banco Hipotecario del Uruguay, al amparo de leyes de 


fomento rural, cuyos propietarios hayan cancelado sus obligaciones pago del precio y cancelación de la 
respectiva hipoteca antes de 12/01/948, conforme con la reglamentación que se dicte en la materia. Es 
decir que modificaríamos el primer párrafo y declararíamos “salidas de la Administración del Instituto 
Nacional de Colonización y del régimen a esas tierras conforme con la reglamentación que se dicte en 
la materia”, siempre y cuando hayan cancelado sus obligaciones de pago y plazo antes del 12 de enero 
de 1948. 


Es decir, se elimina que el Directorio, por mayoría simple de votos podrá declarar... y se sustituye por: “Se 
declara salida de la Administración del Instituto Nacional de Colonización y del régimen...”. El resto sigue 
igual. 


SEÑOR MACHADO.- Yo incluiría lo siguiente: “como lo establece claramente el artículo 81 de la Ley 
N* 11.029”. 


SEÑOR GOÑL.- Esa podría ser una solución para transar y liquidar el tema. Dejamos la declaración 
en la ley; la reglamentación del Poder Ejecutivo y lo demás que dice el Diputado Machado en cuanto a 
que lo que sobreabunda no daña no es necesario aclararlo. Creo que con esa redacción podríamos 
coincidir. 


SEÑOR PEREYRA.- Ahora sí quedó claro, con lo que señala el Diputado Goñi. Cuando el Diputado 
Cardoso leyó la redacción propuesta por la Asociación de Escribanos del Uruguay, notamos que se 
incorporaba claramente a todas las tierras, no a las que tuvieran las deudas canceladas. Ahora queda 
claro cuál es la propuesta. Como hemos avanzado más de lo que pensábamos antes de empezar la 
reunión, nosotros proponemos que se entre a la consideración de todo el articulado. Asimismo, 
haremos algunas consultas respecto a esta redacción final y nos comprometemos a tener una respuesta 
antes de entrar a Sala. 


SEÑOR GOÑI.- Yo tengo un problema y es que no he tenido oportunidad de leer lo que propone el 
nuevo proyecto. No sé si ha habido otro cambio; no hemos hecho una comparación. En principio, 
supongo que estamos de acuerdo en todo, pero para votar sería necesario que el señor Diputado 
Pereyra dijera qué cosas se están modificando en cada uno de los artículos. 


SEÑOR PEREYRA.- El argumento más claro es que cuando los representantes de la Asociación de 
Escribanos hicieron las observaciones al articulado en el día de hoy, realizaron precisiones desde el 
punto de vista de redacción. En este proyecto final, básicamente, están incorporadas todas las 
observaciones que generaban dudas en la redacción anterior, que fueron realizadas, entre otros, por la 
Asociación de Escribanos en la carta que analizamos cuando estuvieron presentes hace unos meses. 


Podemos ir viendo cómo cambia la redacción artículo por artículo, pero esas modificaciones hacen a las 
dudas que se podían generar con las redacciones anteriores. El ejemplo más claro es que quienes estaban más 
discrepantes con ellas simplemente hicieron observaciones desde el punto de vista semántico, proponiendo 
cambiar algunas cosas, que inclusive estuvimos viendo que podían ser correctas, que fueron las que se 
plantearon al principio, antes de analizarse las modificaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el proyecto que vino del Senado, con fecha de febrero de 
2008. 


En discusión general. 

Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 

(Se vota) 

——— Cero por la afirmativa: NEGATIVA. Unanimidad. 


Se pasa a considerar el proyecto propuesto por la bancada del Frente Amplio que está en manos de los 
legisladores. 


En discusión el artículo 1”. 


SEÑOR GOÑI.- Como este artículo incluye todas las modificaciones, propongo que las vayamos 
votando una a una. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos todos de acuerdo, se pasa a considerar las modificaciones 
propuestas por el artículo 1” para el artículo 35 de la Ley N” 11.029, de 12 de enero de 1948, en la 
redacción dada por el artículo 15 de la Ley_N” 18.187, de 2 de noviembre de 2007. 


En discusión el inciso primero. 

En este inciso, lo que cambia es donde dice “a título oneroso” luego de “antes de enajenar”, pero también hay 
una propuesta de los escribanos que por lo menos a mí me parece pertinente de agregar “de pago” al final, de 
manera que quedaría: “por igual precio y plazo de pago”. Se trata de una precisión técnica. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el inciso segundo. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——- Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el inciso tercero. 
SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Hay una corrección: se sustituye “o” por “ni”. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Me parece que es más acertada gramaticalmente la redacción original, 
porque la negación “no podrá” incluye la condición y la ligación. Por lo tanto, propongo que se 
mantenga la conjunción “o”. 


(Apoyados) 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Hay otro cambio: en lugar de “deberá consignarse el precio” se 
establece “deberá indicarse el precio”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el inciso tercero con la 
modificación propuesta por el señor Diputado Goñi Romero. 


(Se vota) 

——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión los incisos cuarto, quinto y sexto, que no tienen modificaciones. 
Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el inciso séptimo. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- La diferencia es que se preveía una denegación ficta y acá se deja una 
constancia de la denegatoria ficta, no entiendo para qué. Transcurrió el plazo y listo. 


Dice: “En este caso, el Instituto Nacional de Colonización expedirá una constancia de la denegatoria ficta 
(...)”. No se deja constancia de la denegatoria ficta; si denegó, denegó. Me parece que estaba bien cómo venía 
del Senado. 


SEÑOR MACHADO.- Capaz que esto responde a algún planteo realizado; en todo caso, propongo que 
la constancia se expida a solicitud de parte. No sé que piensa, como escribano, el señor Diputado 
Longo. 


SEÑOR LONGO FONSALÍAS.- Me queda una duda respecto a los temas burocráticos en el caso de 
una escritura. Para tener mayor certeza para el futuro, porque puede pasar algo y es bueno tener 
algún comprobante. 


(Diálogos) 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Quizás, sobreabundando, como propone el señor Diputado Machado 
podríamos establecer: “A solicitud de parte, el Instituto Nacional de Colonización expedirá una 
constancia de la denegatoria ficta”. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el inciso séptimo con la 
modificación propuesta. 


(Se vota) 


——- Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
SEÑOR LONGO FONSALÍAS.- Me parece que al redactarlo así incurrimos en una contradicción. 


La redacción propuesta decía: “En este caso, el Instituto Nacional de Colonización expedirá una constancia 
de la denegatoria ficta a que refiere este inciso, transcurrido en un plazo máximo de cinco días hábiles de 
haberse configurado la misma”. Me parece que lo que ocurre es que está mal redactado, debería decir 
“transcurrido un plazo”. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Démosle el plazo de cinco días a partir de la solicitud. Quedaría redactado 
de la siguiente manera: “A solicitud de parte, el Instituto Nacional de Colonización expedirá una 
constancia de la denegatoria ficta a que refiere este inciso, en un máximo de cinco días hábiles de 
haberse configurado la misma”. 


SEÑOR LONGO FONSALÍAS.- Interpreto que en la redacción propuesta se estaba dando un plazo 
máximo de cinco días a los efectos de que el Instituto emitiera la constancia. Me parece que queda 
redundante. Si pasaron los cinco días y no emitió la constancia, queda por eso, y me parece que está de 
más poner un plazo. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- A ver si entiendo bien. El Instituto tiene veinte días para aceptar o no 
el ofrecimiento, que es lo establece el párrafo anterior. Si cumplidos los veinte días no lo acepta, ahí 
entran a jugar los cinco días de plazo para expedir esa constancia, que se da, como dice el Diputado 
Longo, a los efectos de que ellos tengan la seguridad de que el Instituto no compra el predio o la 
parcela. 


SEÑOR MACHADO.- La diferencia que verifico es que la redacción original obliga al Instituto a 
expedir la constancia a partir de los cinco días, y lo que habíamos planteado nosotros era que esa 


constancia surgiera a solicitud de parte. Le estamos aplicando un trámite burocrático obligatorio al 
Instituto Nacional de Colonización, y en un plazo. A los cinco días el Instituto, sí o sí, tiene que expedir 
ese certificado; lo estamos obligando. El señor Diputado Longo sabrá qué es lo mejor. 


SEÑOR LONGO FONSALÍAS.- Quedaría así: “A solicitud de parte, el INC expedirá una constancia 
de la denegatoria ficta a que refiere este inciso en un plazo máximo de cinco días hábiles de haberse 
configurado la solicitud”. Le sacamos el “transcurrido” y le agregamos “en un plazo máximo”, para 
acotarlo a ese plazo. Evidentemente, si no le da ese plazo está en falta el Instituto, y la persona se 
considera liberada. 


SEÑOR CASAS.- Creo que el espíritu de todo esto es que, transcurrido el plazo, quede ficta la 
denegatoria del Instituto Nacional de Colonización. Eso es lo que tiene que quedar claro. 


SEÑOR MACHADO.- El tema es si obligamos o no al Instituto a hacerlo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a pedir que se lea nuevamente cómo quedaría redactado el artículo. 


SEÑOR LONGO FONSALÍAS.- Como decía el señor Diputado Goñi, quedaría de la siguiente manera: 
“A solicitud de parte, el INC expedirá una constancia de la denegatoria ficta a que refiere este inciso” 
eliminamos el “transcurrido” “en un plazo máximo de cinco días hábiles de haberse configurado la 
misma”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a reconsiderar el inciso séptimo, porque ya se había votado. 


En discusión el inciso séptimo. 

(Se vota) 

——- Cero en seis: NEGATIVA. 

Se va a votar nuevamente el inciso séptimo, con las modificaciones que se plantearon en Comisión. 
(Se vota) 


——— Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR GUARINO.- Propongo que el resto de los incisos, exceptuando una modificación que hay que 
hacer en el penúltimo, se voten en conjunto. El inciso penúltimo dice “Serán subsidiariamente 
responsables las partes en el negocio jurídico así como el escribano que autoriza la documentación que 
se va inscribir en el registro”. La modificación consiste en que donde dice “autoriza”, debe decir 
“autorice”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pone a consideración la votación en bloque de los últimos incisos, con la 
modificación propuesta para el penúltimo inciso. 


(Se vota) 
——- Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Se pasa a considerar el artículo 70. 


En discusión el inciso primero. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- La modificación que se incluye aquí es que se agrega la expresión “y 
de los inmuebles aislados administrados por el Instituto Nacional de Colonización”. Entiendo que se 
refiere a campos de recría o ese tipo de situaciones, lo demás ya está. Ese es el cambio. Todas estas 
situaciones estarán afectadas “a los fines de interés colectivo que por esta ley se promueven”. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Dice “inmuebles aislados administrados”. ¿Qué comprende exactamente? 
Voy a poner un ejemplo. Por la ley de combate al contrabando de drogas saltó un caso de una estancia 
que estaba siendo usada a tal efecto. Hoy, la está administrando el Instituto Nacional de Colonización 
en un régimen de depositario que le asignó el Poder Judicial. Ese campo, ¿está afectado a los fines de 
interés colectivo que esta ley promueve? La ley incluye muchas cosas, yo no lo tengo tan claro. Ese 
campo no es de Colonización, el Instituto está simplemente haciendo una gestión que le encomendó el 
Poder Judicial. No sé qué es lo que realmente estamos diciendo, qué comprende y cuáles son las 
consecuencias. 


SEÑOR VIERA.- Me parece que en el mismo caso que plantea el señor Diputado Goñi, el Instituto no 
puede disponer de la propiedad de ese campo, pero sí de los fines sociales en el sentido productivo. 
Creo que acá se refiere a un campo de recría. Si el Instituto Nacional de Colonización, en las 
circunstancias a las que se refirió el Diputado Goñi, es depositario, evidentemente que no puede tener 
fines definitivos con respecto a la asignación de ese predio, pero sí a la tenencia con un fin útil. 


Me parece que esas cuestiones quedan claras con esta normativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Acá también deben estar considerados los bienes de los organismos del 
Estado que fueron administrados, como el caso de los bienes del Banco de Seguros del Estado. El 
Instituto no es propietario, pero sí los administra; creo que también eso puede estar contemplado. 


Se va a votar el inciso primero. 
(Se vota) 


——— Cuatro en seis: AFIRMATIVA. 
SEÑOR GOÑI ROMERO.- Me abstengo de votar porque no sé qué consecuencias puede tener esto. 
(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el inciso segundo, que refiere a toda enajenación, gravamen o 
subdivisión. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Ahí se establece un agregado. Dice “Toda enajenación, gravamen o 
subdivisión, o la cesión en cualquier forma de disfrute, debe hacerse con la autorización previa del 
Instituto, aun en el caso en que el colono haya satisfecho integramente sus obligaciones,” aquí viene el 
agregado “sea que la procedencia dominial de la fracción a que refiera correspondiere a la ex Sección 
de Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay o al INC”. Ese es el agregado 
que se hace al inciso segundo del artículo 70 de la Ley_N* 18.137. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el inciso segundo del artículo 70. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Dice así: “Toda enajenación, gravamen o subdivisión, o la cesión en 
cualquier forma de disfrute, debe hacerse con la autorización previa del Instituto Nacional de 
Colonización (INC) aun en el caso en que el colono haya satisfecho íntegramente sus obligaciones,” y 
aquí viene la modificación “sea que la procedencia dominial de la fracción a que refiera correspondiere 
a la ex Sección de Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay o al INC”. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Si votáramos el artículo 2” con la reforma propuesta no tendríamos 
inconveniente, porque aquello sería específico y aclararía el punto; está claro que las fracciones que 
vinieron de la cartera del Banco Hipotecario quedan comprendidas. Esto sobreabunda en el tema. El 
asunto se relaciona con el otro. En consecuencia, me voy a abstener de votar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 
——— Cuatro en seis: AFIRMATIVA 


En discusión el inciso tercero del artículo 70. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Aquí hay un agregado: “El INC se opondrá a cualesquiera de estas 
operaciones cuando entienda que contrarían el principio establecido en el inciso primero de este 
artículo, siendo nulos de pleno derecho toda enajenación, gravamen o subdivisión, o la cesión en 
cualquier forma de disfrute relativa al predio, voluntaria o forzada”. Se agrega el término “forzada”, 
que corresponde al caso de los remates. 


Aclaro que en la Ley N* 18.187 decía “voluntaria o forzosa” y aquí se pone “voluntaria o forzada”. Eso es lo 
que cambia. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Volvemos a lo mismo. Aquí quedan incluidas, salvo que se vote el 
artículo 2” como proponemos desde el Partido Nacional, las fracciones canceladas antes de la ley de 
colonización y en eso no estamos de acuerdo. De manera que, nuevamente, me voy a abstener de votar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 

——— Cuatro en seis: AFIRMATIVA. 

En discusión el inciso cuarto del artículo 70. 
Se va a votar. 

(Se vota) 

——— Cuatro en seis: AFIRMATIVA. 


En discusión el inciso quinto del artículo 70. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Este inciso es agregado y dice: “En el caso de ventas judiciales, 
voluntarias o forzadas, de parcelas afectadas, la obligación de solicitar al INC la realización de un 
llamado público a interesados para ser evaluados previo al remate, estará a cargo del señor juez 
actuante”. Recordarán que antes hablábamos de los rematadores, que aquí se excluyen, y queda a 
responsabilidad del Juez actuante. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- No tendríamos inconveniente en votar esto si tuviéramos resuelto el otro 
tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota). 
——— Cuatro en seis: AFIRMATIVA. 


Se va a votar en bloque los incisos 6%, 7", 8” y 9%, con el agregado al final del inciso 6”, del término 
“Sustitutiva”. 


Se va a votar. 
(Se vota). 


——— Cinco en siete: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 71.1. 
Se va a votar. 


(Se vota). 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 101, al que se agrega el literal E), que dice “No cumpliere con cualquiera de las 
condiciones que estipulan la presente ley y su respectiva reglamentación”. 


SEÑOR MACHADO.- Me parece demasiado poner como causa para rescindir el contrato una 
reglamentación que no se conoce. Las causas por las que se debe rescindir el contrato deben estar 
establecidas claramente por ley, no por reglamentación, porque entonces queda a discrecionalidad del 
jerarca de turno. Es un tema importante, no es un tema menor. Creo que habría que eliminar la parte 
del inciso que establece “y su respectiva reglamentación”. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Estoy leyendo el artículo 101 de la Ley N” 11.029 que lo imprimí el 4 de 
julio, es decir antes de la ley que lo modificó y esto ya estaba incluido. No sé cuál es el punto en 
discusión. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Ocurre que estaba en la Ley N” 11.029 pero no en la Ley N” 18.187. 


SEÑOR PEREYRA.- Es correcto lo que dice el señor Diputado Goñi Romero. Cuando se redacta la 
Ley N” 18.187, por error queda fuera este literal. Ya estaba, lo que hacemos es volver a la redacción 
original que establecía la ley. 


SEÑOR MACHADO. Si está refiriendo a reglamentación que ya existe, es otra cosa. 


SEÑOR PEREYRA.- Este literal E) queda tal cual estaba establecido en la Ley_N* 11.029. Lo que 
ocurrió es que al redactar la Ley N” 18.187, por error, quedó fuera y cuando se hicieron las 
correcciones se consideró necesario incorporarlo. Tengo aquí una fundamentación escrita que no 
quiero leer, pero que está a su disposición. 

SEÑOR MACHADO.- Habría que aclarar que nos estamos refiriendo a la Ley N” 11.029. 

SEÑOR PEREYRA.- El artículo 101 lo toma tal cual está redactado en la Ley N” 11.029. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Estamos de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 

——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión los incisos segundo, tercero, cuatro y quinto. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en bloque los incisos segundo, tercero, cuatro y quinto. 


(Se vota) 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 2". 


SEÑOR PEREYRA.- Hay una propuesta del Partido Nacional que estamos considerando. Estamos 
haciendo las consultas al señor Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y al Instituto Nacional de 
Colonización. Creemos estar cerca de una respuesta, pero todavía no la tenemos. 


Propongo votarlo así como está y en Sala presentar los dos aditivos. 
SEÑOR GOÑI ROMERO.- Mociono para que se vote en bloque el artículo 2*. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en bloque el artículo 2. 


(Se vota) 
——— Cinco en siete: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 3". 


SEÑOR PEREYRA.- El artículo 16 estaba redactado de la siguiente manera: “Facúltase al Instituto 
Nacional de Colonización a cobrar una multa de hasta 100% (cien por ciento) del valor de la renta, al 
colono que incurra en uno o más incumplimientos a las obligaciones dispuestas por el artículo 61 de la 
Ley_N” 11.029, de 12/01/948”. La modificación es la siguiente. En lugar de decir “al colono que 
incurra”, dirá “al colono arrendatario que incurra en uno o más incumplimientos a las obligaciones 
(...)”. La redacción anterior había creado confusión en los servicios que debían informar los 
incumplimientos. Es una aclaración desde el punto de vista de la instrumentación del artículo ya que 
cuando la ley se aprobó generó confusión en los servicios del Instituto. Si la memoria no me falla, esta 
era otra de las objeciones que hacía la Asociación de Escribanos del Uruguay desde el punto de vista de 
las cuestiones prácticas del articulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3*. 


(Se vota) 


Seis en siete: AFIRMATIVA. 

En discusión los literales a) y b) del artículo 4”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el literal c) del artículo 4. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——— Cinco en siete: AFIRMATIVA. 


En discusión una corrección de redacción establecida por la Asociación de Escribanos del Uruguay. En el 
último inciso del artículo 2”, donde dice “otorgue”, debe decir “autorice”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


